








Es grato ponerme en contacto con Uds. otra
vez, con motivo de la publicación de una nueva
edición de la Revista, para repasar algunos
hechos salientes de estos últimos meses y
comentarles algunos temas que tenemos en
agenda.

Quisiera en primer lugar referirme al
restablecimiento del ajuste por inflación
de los estados contables para los ejercicios
que cerraron a partir del 1º de julio de
2018, conforme resolvió la Junta de Gobierno
de la Federación Argentina de Consejos
Profesionales en Ciencias Económicas
(FACPCE), luego que se superaran los
parámetros que definieron a la Argentina como
un país de alta inflación.

Frente a la preocupación que nos generaba la
reanudación del mismo luego de 15 años, con
muchos matriculados que nunca lo habían
hecho y otros que no recordábamos el
procedimiento, se hizo un gran esfuerzo para
que pudieran dictarse la mayor cantidad
de cursos sobre el tema, lo que permitió una
importante asistencia de profesionales, no solo
de manera presencial sino también a distancia,
utilizando las herramientas de trasmisión online
que facilitan el acceso de quienes residen en
localidades diferentes a las del dictado.

Asimismo, se incorporó un servicio de
asesoramiento especializado en Santa Fe
y las delegaciones, para evacuar con mayor
alcance y dedicación las dudas que se
presentaran. Esperamos haber estado a la
altura de las circunstancias. Seguiremos
atentos a los requerimientos que se planteen,
tratando de mejorar los servicios que necesiten
los colegas.

F u e r o n  a s i m i s m o  i m p o r t a n t e s  l a s
capacitaciones que organizó la FACPCE, que
permitió retransmitirlas en nuestra sede,
delegaciones y otras muchas localidades de
nuestra provincia para llegar a un buen número
de profesionales.

Ahora que menciono a la Federación, en la
última reunión de Junta de Gobierno que se
realizó en Resistencia, Provincia del Chaco,
nuestro Consejo impulsó y logró que se
aprobara la continuidad de ciertas
simplificaciones en materia de ajuste por
inflación, relacionadas con saldos iniciales
de estados comparativos e información referida
al impuesto diferido y al estado de flujo de

efectivo.

En dicha reunión además se repasaron todas
las gestiones y petitorios que realizaron los
Consejos del país, a través de la FACPCE,
concernientes a las dificultades que tuvimos
este año nuevamente para liquidar los
impuestos, en particular el cedular, el mal
funcionamiento de los sistemas y la página
web de la AFIP, la necesidad de prorrogar
a lgunos  venc imientos  as í  como las
manifestaciones respecto al elevado costo de
nuestros servicios profesionales, lo que
desvaloriza la tarea que llevamos a cabo, entre
otras cuestiones.

Públicamente me he pronunciado respecto a
la importancia de la labor de todos los
profesionales en ciencias económicas, que
trasciende la mera liquidación técnica de
gravámenes para convertirse en un sostén de
la recaudación tributaria y del cumplimiento
de las obligaciones imposit ivas de la
comunidad.

Es oportuno repasar una comunicación que
han recibido vía mail informando que ya
contamos con la tecnología necesaria para
poder recibir trabajos en formato pdf
firmados digitalmente, para que el Consejo
los legalice también con firma digital.

Este logro es fruto del trabajo de muchos
meses, que comenzó en gestiones anteriores
a la nuestra y pone a nuestro Consejo a la
vanguardia del uso de la firma digital, para
agilizar y simplificar las presentaciones y
facil itar la gestión de los documentos
digitalizados con validez legal.

Para obtenerla deben completarse algunos
datos en una página oficial, adquirir un token
especial y concurrir a una dependencia
del Gobierno Provincial. Además de los
instructivos que enviamos y disponibles en
www.miconsejo.org.ar, en el acceso rápido
“Firma Digital” a la derecha, los interesados
pueden obtener  sopor te  en  nuest ro
Departamento de Sistemas.

Si bien su utilización es optativa, algunos
organismos están requiriendo ya su adopción,
como la AFIP y la Superintendencia de Seguros
de la Nación. Igualmente, debe usarse para
ciertos trámites de comercio exterior.

Se suma que  hemos celebrado un acuerdo
con la Inspección General de Personas



Jurídicas, para que la presentación de los
estados contables aprobados por Asambleas
unánimes pueda realizarse en forma sencilla
a través de una plataforma que ha creado la
Inspección, acompañados de una certificación
del profesional.

En cuanto a actividades institucionales, quiero
destacar el Acto y posterior Fiesta que
realizamos tradicionalmente con motivo del
Día del Graduado, con la recepción de los
nuevos graduados y el reconocimiento a
aquellos que cumplen sus bodas de oro y plata.
También en el marco de los festejos por la
Semana del Graduado, este año recibimos la
visita del Presidente de la FACPCE Dr. CP
José. L. Arnoletto a Santa Fe, para renovar
convenios vigentes con las Universidades
Nacional del Litoral y Católica de Santa Fe
y aprovechamos la oportunidad para  organizar
una disertación en el Auditorio de nuestro
Consejo sobre el presente y futuro de nuestra
profesión.

Para los próximos meses en materia de eventos
deseo invitarlos en primer lugar y como todos
los meses hacemos, a que concurran a nuestro
Ciclo Cultural, que se realiza un jueves de
cada mes a las 20 hs, y en el que contamos
con la presencia de artistas destacados de
nuestra zona. Su entrada es gratuita y  el
mismo es auspiciado por la Fundación Banco
Bica.

Por su parte, a fin de julio tuvo lugar una nueva
edición de las Jornadas Nacionales
Agropecuarias, en donde se trataron temas
de interés y aplicación profesional en el
sector, contando para ello con la  presencia
de destacados expositores. Este año, además,
como nota relevante, se realizaron  en nuestras
instalaciones. Concurrieron un buen número
de asistentes y tuvimos el acompañamiento
del intendente de la ciudad en el acto de
apertura.

En agosto confiamos poder contar con la
visita de autoridades de la Unidad de
Información Financiera – hemos invitado a
su Presidente-, para que se expongan los
lineamentos de los cambios normativos en
estudio que afectarán a muchos profesionales
en ciencias económicas como sujetos obligados
de informar.

En el mismo mes, el Consejo llevará adelante
una nueva auditoría para la recertificación
de las normas ISO 9001:2015, como lo viene
haciendo desde el año 2013, renovando su
compromiso con la excelencia de sus servicios
en el Sector de Matrículas y Legalizaciones.

Para el mes de setiembre estamos
organizando un evento con la Oficina
Anticorrupción de la Nación, para tratar el
alcance de ciertos convenios firmados por
nuestro país con la Organización para la
Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE)

en materia de lucha contra el cohecho, que
afectan tareas de auditoría del profesional. Se
tratarán temas también relacionados con
Compliance a la luz de la nueva ley penal
empresaria y la adopción de buenas
prácticas. Esto se está diagramando junto con
la FACPCE.

Por esos meses aspiramos a tener el primer
Balance Social de nuestra Cámara Primera,
como resultado también del trabajo de años
anteriores. En sintonía con esta temática,
hemos enviado hace unos días al Secretario
de las Naciones Unidas el compromiso del
Consejo Profesional con los principios del Pacto
Global en materia de derechos humanos,
trabajo, medio ambiente y anticorrupción, que
gozan de consenso universal, para difundirlos
y apoyarlos.

Más adelante tendrán lugar las XVII Olimpíadas
Nacionales de Profesionales en Ciencias
Económicas” que se realizarán del 27 al 30 de
noviembre del corriente año en la ciudad de
Mendoza, para las cuales ya estamos
trabajando para lograr una buena concurrencia
de colegas y la reserva de hoteles. En esta
ocasión, se está haciendo un esfuerzo
importante para fomentar la concurrencia de
jóvenes matriculados. Aspiramos a que la
camiseta que vestirá nuestra delegación tenga
una representación importante en el evento,
no sólo por los logros deportivos sino por los
lazos de camaradería que puedan desarrollarse.

Por último, quiero referirme a un tema que nos
interesa a todos y que hace a una de las
funciones centrales del Consejo: el control
del ejercicio legal de la profesión.

Al respecto, este año se han incrementado las
acciones de difusión y control para que el
ejercicio profesional sea desarrollado por
matriculados habilitados a tal fin y hemos visto
avances en este terreno. Al respecto deseo
comunicar que en los próximos meses se
intensificarán las tareas a partir de más
información procesada por nuestra Comisión
de Vigilancia -a la que dotaremos de mayores
recursos-, el aumento de denuncias que se
están recibiendo de la comunidad y ciertas
medidas que esperamos se vayan concretando
en el ámbito de la Justicia, ante las
presentaciones que hemos real izado.

Los saludo cordialmente y estoy a su
disposición.
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Dr. Arnoletto, en su conferencia habló del
presente y futuro de las profesiones en
ciencias económicas ¿cuál es a su entender
el pasado que debemos dejar atrás y cómo
debemos mirar el futuro para jerarquizar
la profesión?

Las tecnologías han ido modificando el trabajo
de nuestra profesión desde hace más de cuatro
décadas, desde el uso de las herramientas
mecanizadas que reemplazaron a  la
c o n t a b i l i d a d  m a n u a l ,  l a s  p r i m e r a s
computadoras en los 80 y luego la aparición
de aplicativos fiscales en 1994, se ha
modificado la relación de los profesionales con
los impuestos. La generalización de la factura
electrónica es el mayor cambio tecnológico
que se haya dado y  esto  hace que
gradualmente el proceso de asesoramiento
tributario vaya migrando de la liquidación
impositiva al asesoramiento, la planificación,
la prevención y luego la defensa y la aplicación
del procedimiento tributario. En la especialidad
impuestos,  el  asesoramiento va a ir
cambiando. Por ende,  habrá que actualizar el
foco en la educación ya sea en las carreras de
grado como en los posgrados o cursos de
actualización de consejos, en qué aspectos de
los tributos hay que enfocar la capacitación.
La tecnología va a cambiar el tipo de
procedimiento que se aplica en la auditoría,
pasar de pruebas selectivas a poblacionales
y poner más  el foco en el criterio profesional
para interpretar lo que grandes masas de datos
van a ofrecer a los clientes tanto en el sector
privado como público. Los valores éticos,
morales, la capacidad de criterio, juicio crítico,
el trabajo en equipo y los roles de liderazgo
van a ser elementos muy valorados en la
actualidad y también en el futuro, lo que
requiere una re invención profesional
importante.

¿Qué acciones se han tomado desde FACPCE
para acompañar estos cambios y
desarrollar lo que podríamos denominar
“nuevos espacios o incumbencias”?

En nuestra Federación y desde los Consejos
venimos trabajando en desarrollar cursos y
capacitaciones en actividades no tradicionales.
Si bien es necesario y continuaremos
haciéndolo en contabilidad, auditoría, temas
laborales como para citar ejemplos, también
estamos avanzamos en el rol del profesional
en temas como responsabilidad social
empresaria y profesional, balance social,
market ing y  serv ic ios  profes ionales,
programación neurolingüística, coaching y
presentaciones orales, habilidades blandas
que los profesionales han dejado en un segundo
plano para formarse en áreas duras,  en las
que hoy la tecnología ayuda brindando
asistencia. Esta formación tiene que aumentar,
no estamos siendo efectivos con la asistencia
a las actividades no tradicionales, las
capacitaciones tradicionales tienen más
quórum. Sin embargo, tenemos que insistir
desde Federación y los Consejos y mejorar la
comunicación en este sentido, cambiando la
visión de hacia dónde van los cambios en el
ejercicio profesional y dónde aparecen esas
oportunidades no exploradas. La planificación,
planificación financiera, gestión de costos,
mejoramiento de procesos, control interno, los
 sistemas de producción y almacenamiento
son áreas donde hay oportunidades de
desarrollo profesional importante, formulación
y evaluación de proyectos de inversión,
desarrollo de plan de negocio, creemos que
hay mucho conocimiento en todas las
profesiones en c iencias económicas.

En los últimos años,  los profesionales en



ciencias económicas en especial los
contadores públicos, han experimentado
una creciente carga de responsabilidades
operativas derivadas de las exigencias de
los organismos fiscales hacia los
contribuyentes, con un impacto negativo
en el día a día del profesional. Esto viene
provocando cierto descontento en los
matriculados. ¿Qué acciones se llevan o se
han llevado a cabo desde FACPCE en
coordinación con los consejos para
contrarrestar este tipo de situaciones?

Sin dudas, muchas de las tareas de los
organismos fiscales en los tres niveles de
gobierno que se han delegado en los
ciudadanos, han recaído en las espaldas de
los profesionales en ciencias económicas. Esto
ha incrementado la  carga de tareas
administrativas, convirtiendo parte de la tarea
profesional en data entry o proceso de carga
de datos. Algunos profesionales lo toman como
una fuente laboral porque es un área de
incumbencia profesional pero para otros, entre
los que me incluyo, es una sobrecarga o trabajo
administrativo para el cual el profesional en
ciencias económicas está sobrecapacitado. En
a lgunos  casos ,  es ta  de legac ión  de
responsabilidad ha podido traducirse en
reconocimiento económico en honorarios y en
otras no. Cabe destacar que asumir una
responsabi l idad extra s in un ingreso
proporcionalmente considerable no es viable.
No está dentro del profesional desarrollarlas
y si lo delega en el equipo de trabajo, tiene
que devengar los honorarios correspondientes.
El otro tema que genera molestias son los
sistemas informáticos saturados en las
plataformas de organismos fiscales ya sea por
la cantidad de personas navegando en ellos o
por los problemas de conectividad que se
presentan en el interior del país, lo que
ralentizan la tarea del profesional. Es entendible

que estas situaciones incrementan los niveles
de hartazgo y así lo intentamos transmitir
desde la Federación y los Consejos a los
organismos fiscales en algunos casos con
mayor o menor éxito.

Durante su visita a la ciudad de Santa Fe,
la FACPCE ha suscripto convenios con la
Universidad Nacional del Litoral y
Universidad Católica de Santa Fe. ¿Qué
alcance tienen este tipo de convenios?
¿Cómo es la vinculación interinstitucional
de FACPCE?

Nuestra Federación, sus Consejos Profesionales
y las Universidades tenemos un mismo ámbito
de incumbencia y vinculación, son los
profesionales en ciencias económicas. Ya sea
en su proceso de formación de pregrado o
grado como en la continuidad de la formación
de posgrado y en la formación del cuerpo
docente. La mayor capacitación que reciben
los profesores universitarios en las materias
disciplinares ocurre en los Consejos o en el
Sistema Federal de Actualización Profesional
donde todos los Consejos aportan actividades
académicas a fin de que los profesores
universitarios, alumnos y los graduados
universitarios puedan continuar sus proceso
de formación. Estos convenios son requeridos
y valorados por CONEAU dado que son las
principales fuentes de generación de
conocimiento aplicado. Destacamos que son
las universidades las encargadas de
complementar con pedagogía,  la forma de
enseñar contenidos disciplinares. Nosotros
complementamos, no competimos. Es parte
del rol de las universidades, la formación de
posgrado tanto en especializaciones, maestrías



doctorados o  diplomaturas.  En estas últimas,
algunas pueden desarrollarse en conjunto entre
las universidades y los Consejos.

Este año finalizará su mandato como
presidente de la FACPCE ¿qué balance
puede hacer respecto a estos años de
gestión?

Esta pregunta es personal, por lo tanto,
terminado mi cuarto año de gestión y próximo
a dejar la presidencia de FACPCE, siento un
orgullo enorme y  la satisfacción de haber sido
elegido por las autoridades de los consejos
del país para representarlos. Quiero destacar
el apoyo que siempre tuve del CPCE CI,  quien
aportara el Vicepresidente Primero CPN Carlos
Annichini en los dos primeros años de gestión
y la CPN Dora Benito en los últimos dos
constituye un apoyo inestimable.

Debo reconocer que haber podido recorrer el
país y conocer las particularidades del ejercicio
profesional en un país asimétrico fue una gran
oportunidad de la gestión.  Tener que liderar
una organización con  una representación
federal implicó un desafío de tiempos, logística,
viajes, compatibilización con mi propia
actividad laboral y académica.

Pero además, valorar la oportunidad de
comparar el ejercicio profesional de nuestro
pa ís  con  o t ros ,  tan to  de  la  reg ión

latinoamericana  como latinos de América y
Europa y con los organismos mundiales en
donde los profesionales argentinos son
reconocidos en todos los ámbitos por la calidad
de su trabajo. Es realmente un motivo de
orgul lo y esas vinculaciones generan
oportunidades para la mejora de nuestra
actividad profesional. Hasta para crear
conceptos inherentes a nuestra profesión y a
lo más importante que tenemos que lograr y
mostrar que es “construir confianza”.

Tengo muchas asignaturas pendientes. Para
empezar, acompañar a quienes nos sucedan
en la mesa directiva de la FACPCE, tratando
de que se continúe con los lineamientos de
una gestión que intensifique y trabaje por  la
reinvención profesional. Pero también, queda
como objetivo a cumplir, el mejorar la calidad
de la contabilidad y auditoría del sector público.
La eficiencia en el uso de los recursos que el
Estado toma del sector privado desde la
recaudación impositiva,  la recaudación
previsional o de las obras sociales, que esos
recursos pueden hacerse con mayor eficiencia
es un desafío de los próximos años.

Finalmente quiero destacar que si bien
queda mucho por hacer, siento haber dado
lo mejor de mí y haber hecho el mayor
esfuerzo. Sobre el final, manifestar el
orgullo y el inmenso agradecimiento a la
familia, que es la que apoya y soporta,
cuando se dedican esfuerzos adicionales
a la carga laboral del día a día.



Introducción

“El turismo comprende las actividades que
realizan las personas durante sus viajes y
estancias en lugares distintos al de su
entorno habitual, por un periodo de tiempo
consecutivo inferior a un año con fines de
ocio, por negocios y otros.” (Organización
Mundial del Turismo).

En el sistema de la industria turística, la oferta
está constituida en un lugar geográficamente
determinado que se constituye como el destino
turístico que pone a disposición de los usuarios
un conjunto de bienes y servicios para su
consumo y disfrute.

Tradicionalmente se han clasificado los
destinos según los motivos de interés en ser
visitados de la siguiente manera:

1. Disfrutar de la naturaleza  ( lagos,
montañas, playas, ríos, bosques, fauna, etc.).
Generados sin la intervención humana.

2. Conocer el patrimonio cultural o histórico
(Catedrales, Iglesias, cascos históricos,
monumentos, etc.). Fueron creados por el
hombre, pero no para atraer visitantes.

3. Visitar centros de atracciones (parques
de diversiones, museos, casinos, centros de
compras, safaris, centros de salud, etc.).
Creados para atraer visitantes.

4. Participar en eventos especiales  (deporte,
artísticos, musicales, ferias, peregrinaciones,
congresos, etc.). Generados para el disfrute
de pasiones o el enriquecimiento científico/
profesional, etc.

Habitualmente los beneficios de promover el
turismo superan los perjuicios que pudiere

ocasionar; principalmente por ser un generador
genuino de recursos económicos que
contribuyen a mejorar el bienestar general de
la población local, a través de la palanca del
consumo que promueve la sustentabilidad del
comercio y de la mejora de la infraestructura
del lugar.

El aspecto central en la planificación turística
(publico/privada) es la identificación y
fortalecimiento del aspectos identificados como
atractivos  del destino y el conocimiento de
las preferencias de los visitantes, que irá
variando según sea el motivo del viaje, la edad,
la situación económica, entre otras variables.

Una vez identificados estos aspectos, la
comunidad local podrá involucrarse de manera
activa eligiendo el negocio que mejor se adapte
a su conocimiento previo y posibilidades de
inversión.  Se pone en marcha de esta forma,
un circuito de ocupación de mano de obra que
se irá de alguna manera, especializando en la
atención de visitantes, incluso con el
conocimiento de idiomas extranjeros.

El turismo se ha convertido, sin lugar a duda,
en un negocio de éxito con grandes
perspectivas de futuro, pero como todo
negocio, se hace necesario planificar en forma
adecuada las variables de oferta y demanda:
las necesidades de los consumidores y las
capacidades del destino.

El Turismo es ahora 4.0. El usuario es ahora
consumidor turístico. Ya no se trata de viajar
simplemente...ahora el objetivo es vivir
experiencias totales, el viajero se involucra de
manera integra a los momentos que ofrece su
tránsito en otro lugar.



A partir de ahora el Contador debe ser un
estratega, debe comprender también como se
manejan los negocios de los actuales y
potenciales clientes.

Hay y habrá, cada vez más emprendedores,
por necesidad o vocación surgirán nuevos
espacios para procurarse ingresos personales.

Los Contadores Públicos podemos y tenemos
que subirnos al barco de lo que está por venir.
Los trámites impositivos se han simplificado
notablemente y eso   deja tiempo para “ir más
allá”.  Hay que volver a los apuntes de áreas
olvidadas como el Marketing y los Recursos
Humanos.

Las empresas 4.0 necesitan asesores 4.0. Esto
los jóvenes profesionales lo saben muy bien.
Nosotros que ya llevamos algunos años pero
que todavía estamos en carrera debemos
agiornanos. Es una obligación y una hermosa
oportunidad.

Dado que el empleo de mano de obra en el
turismo es intensivo, y que por la abundancia
de los bienes físicos en el mercado se ha
afianzado como la “industria sin humo”, el
protagonismo de los emprendedores locales
es y será un elemento diferenciador de cada

región. El impulso al comercio tradicional a
través de los Centros Comerciales a Cielo
Abierto es un elemento fundamental en la
conformación del entorno de los atractivos.
Aquí debe tener una presencia fundamental el
asesor contable en sentido ampliado.

El cliente visitante desea conocer, disfrutar,
mostrar, comentar...que desee reiterar la
compra es el desafío de todo negocio, en el
caso de una ciudad, el desafío es mucho mayor
porque pone en marcha el desarrollo, la riqueza
y la prosperidad que le dan sustentabilidad a
la economía local.

Ahora es el momento de acompañar la
búsqueda del bienestar social que caracteriza
a la industria 4.0.  Hay que trabajar en equipo.
 Los Millennians y la Generación Z ahora son
colegas o lo serán pronto. Hay un mundo
empresarial esperando profesionales atentos
y generadores de diferenciación para no
sucumbir en la masividad. El futuro es hoy.



Resumen
La evolución permanente del contexto
empresarial nos demanda como profesionales
otorgar a las entidades recomendaciones
eficaces y claras que les permitan superar la
transformación que les impone el siglo 21.
Nuestro país no ha permanecido ajeno a los
cambios; con la sanción de la ley 27.401 de
Responsabilidad Penal de las Personas
Jurídicas, Argentina adhiere a la creciente
tendencia mundial de ampliar el campo de
punibilidad del derecho penal hacia los entes
ideales, y al reconocimiento de la necesidad
de aunar esfuerzos entre todos los actores
para combatir la corrupción. La nueva ley trae
consigo un novedoso instrumento:  el
denominado Programa de Integridad, al que le
otorga una significativa relevancia al momento
de ponderar la responsabilidad penal de la
entidad por el cometimiento de los ilícitos
tipificados. La efectividad del Programa opera
como evidencia del ejercicio de una buena
gobernanza con capacidad de supervisión y
controles lo suficientemente robustos como
para desincentivar los delitos de corrupción.
Como profesionales contables, nuestra
disciplina asume una importancia estratégica.
Cuando la contabilidad describe la existencia
y circulación de objetos, hechos y personas
en un entorno vinculante y reconoce el
entramado de riesgos que lo afectan, y asume
la función de diseñar procedimientos de control
que estando integrados a los ciclos de
transacciones tienen por finalidad la prevención
y el actuar como barreras que desincentiven
el cometimiento de los ilícitos, se encuentra
realizando verdaderos aportes a la construcción
de una cultura de integridad.

I- Introducción

Actualmente nos encontramos asistiendo a un
escenario empresarial en constante evolución:

desde el nacimiento de nuevas estructuras
empresariales y la aparición de nuevas
operaciones, hasta novedosas cualidades que
ostentan los registros de los hechos
económicos cuando se ven influenciados por
el avance tecnológico; sin dejar de mencionar
el espectro de cambios a niveles legislativos
y regulatorios que inciden directamente sobre
el desempeño empresarial, y que exigen a su
vez y desde nuestro rol profesional, nuevas
respuestas, acordes y eficaces que aporten
en la transformación necesaria que el mundo
de los negocios plantea a las entidades del
siglo 21.

En un contexto global caracterizado por su
dinamismo, nuestro país no ha permanecido
ajeno a los cambios que se tornan precisos de
implementar a los efectos de lograr un
crecimiento de calidad. Siendo precisamente
en este entorno, en el cual se inscribe la
sanción de la ley 27.401 de Responsabilidad
Penal de las Personas Jurídicas, la que resulta
modificatoria del Código Penal Argentino,
extendiendo la punibilidad por el cometimiento
de ciertos delitos de corrupción hacia las
personas de existencia ideal. Y legislando
acerca de ciertos mecanismos de prevención
y control que las organizaciones deberían de
incorporar a los fines de evitar involucrarse
en actos corruptos.

Si bien antes de la sanción de la ley objeto de
análisis, nuestro país contaba ya con
legislación que contemplaba situaciones que
pueden considerarse vinculadas a la
corrupción, como lavado de activos y
financiación del terrorismo, fraude, uso
indebido de fondos públicos, evasión fiscal,
enriquecimiento ilícito, entre otros delitos; esta
n u e v a  l e y  s e  d e s t a c a  p o r  r e g l a r
especí f icamente a los programas de
compliance o cumplimiento que deberán ser
implementados por las organizaciones a los
efectos de prevenir e identificar los delitos de
corrupción enumerados en la norma y que



encuentran su oportunidad en el entramado de
operaciones de negocios celebradas con el
sector público.

De acuerdo a un estudio especialmente
real izado por la Organización para la
Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE,
2019)[1] sobre la integridad en nuestro país, si
bien resulta destacada la nueva ley de
Responsabilidad Penal Empresarial como un
ejemplo concreto de los progresos logrados en
la materia, también sugiere la conveniencia de
desarrollar una Estrategia Nacional de
Integridad que sea capaz de otorgar respuestas
sistémicas y tendientes a eliminar las asimetrías
que actualmente existen entre el tratamiento
legal otorgado a la corrupción por parte de los
gobiernos subnacionales y la administración
central.

Conocida es la gama de habil idades y
capacidades que los profesionales en ciencias
económicas poseemos para ayudar a las
organizaciones a enfrentar los desafíos actuales
a las que se encuentran expuestas. Para estar
en condiciones de otorgar una adecuada
asistencia técnica a aquellas entidades de
nuestro entorno que resulten alcanzadas por
la ley; este artículo explora algunos aspectos
fundamentales de la nueva normativa que los
profesionales en ciencias económicas debemos
conocer, e indaga acerca de las consecuencias
procedimentales de su aplicación, para así
mejor dimensionar las implicancias del rol que
nos involucra como profesionales ejercientes
dedicados a brindar asesoramiento a las
organizaciones respecto al fomento y promoción
de una cultura de integridad.

II- La Corrupción como Problema
Global
Al contrario de lo que se piensa, el fenómeno
de la corrupción no sólo afecta a los gobiernos,
sino también a ciudadanos, entidades públicas
e instituciones privadas ya que facilita la
competenc ia  des lea l ,  compromete  e l
crecimiento económico y expulsa las nuevas
inversiones. A los efectos de enfrentarla, tanto
los marcos legales internacionales, como la
rápida evolución de las reglas de gobernanza
empresarial en todo el mundo coinciden
respecto a que “ni los gobiernos ni las empresas
pueden combatir la corrupción por sí solos”
(Naciones Unidas, 2013, p. 1)[2]. Y que a largo
plazo, sólo un enfoque amplio que conjugue

esfuerzos de todos los actores: ciudadanos,
gobiernos y empresas en pos de promover el
desarrollo de una cultura de integridad en la
esfera tanto pública como privada, dará
resistencia a la corrupción, y permitirá
garantizar un desarrollo sostenible e inclusivo.
Desde el punto de vista de nuestra realidad
nacional, una interpretación que priorice las
causas más directas e inmediatas que dieron
lugar a la sanción de la ley 27.401 encuentra
su explicación en la intención de Argentina de
ser incorporada a la OCDE como miembro pleno.

Aunque una perspectiva más global e
integradora de las circunstancias conllevaría
asumir que existe una tendencia creciente por
parte de los organismos internacionales hacia
los países, instándolos a que implementen
mecanismos legales para extender o ampliar
la responsabilidad penal de los entes ideales,
cuando a través de sus desempeños, ponen en
peligro bienes jurídicos que resultan valiosos
para la sociedad. En este mismo sentido,
también se orientan las recomendaciones
formuladas por el Grupo de Acción Financiera
Internacional (GAFI), y los compromisos
asumidos por el Grupo de los 20 (G20). Mientras
que las directrices previstas por el décimo
principio del Pacto Global de Naciones Unidas
compromete a las empresas participantes a
“no solamente evitar el soborno, la extorsión
y otras formas de corrupción, sino también a
desarrollar políticas y programas concretos
para abordar el tema de la corrupción” (Pacto
Global  de las Naciones Unidas,  Foro
Internacional de Líderes de Negocios y
Transparencia Internacional, s.f., p.7)[3].

En nuestro caso, la nueva norma se encuentra
vigente desde el 1° de marzo de 2018. De
acuerdo a la misma, las personas jurídicas de
capital nacional o extranjero, conformado éste
por inversores privados en su totalidad, o que
posean participación estatal; y tratándose de
sociedades, fundaciones, asociaciones y
cooperativas, podrían resultar inculpadas por
los delitos de cohecho y tráfico de influencias
nacional y transnacional, negociaciones
incompatibles con el ejercicio de funciones
públicas, concusión, enriquecimiento ilícito de
funcionarios y empleados, y la emisión de
balances e informes falsos agravados (Ley
27.401, 2017)[4]. Todo ello en la medida en que
a los fines de consumar el ilícito se hubiere
verificado la participación directa o indirecta
de la persona jurídica, y que contando con su
intervención, los actos hubieran sido realizados



en su nombre, en su propio interés, o beneficio.

Como fuera ya mencionado, la ley 27.401 es
una norma que modifica el Código Penal
Argentino; a partir de su sanción, aquellos
delitos de corrupción específicamente
enumerados en ella y por los que hasta antes
de su puesta en vigencia sólo podían ser
inculpadas personas humanas, ahora se ve
extendido el campo de la punibilidad penal
hacia los sujetos de existencia ideal. Esto se
debe a que la intervención del legislador parte
de dos supuestos: el primero de ellos se basa
en que  para materializar los delitos de
corrupción que la ley intenta combatir, se
requieren al menos la concurrencia de dos
sujetos implicados, un representante del sector
público, y un representante del sector privado
en el espectro de relaciones de negocios que
forman parte de los procesos de contrataciones
públicas cuyos objetos son la provisión de
bienes y servicios al Estado, y la ejecución de
obra pública de infraestructura.

Y  un  segundo supuesto  que as igna
responsabilidad penal  a la persona jurídica
por los defectos o debilidades derivados del
ejercicio de una gobernanza que resulta
ineficaz al momento de prevenir e impedir los
actos de corrupción previstos en la norma.

Precisamente, para salvar ese defecto o
debilidad organizacional anteriormente aludido,
la sanción de la norma que nos ocupa trae
consigo la  creación de un novedoso
instrumento, el denominado Programa de
Integridad, al que entiende como “el conjunto
de acciones, mecanismos y procedimientos
internos de promoción de la integridad,
supervisión y control, orientados a prevenir,
detectar y corregir irregularidades y actos
ilícitos comprendidos por esta ley” (Ley 27.401,
2017)[5]; y al que otorga una muy significativa
relevancia al momento de ponderar la
responsabilidad empresarial por corrupción.

Entre las consecuencias legales más
destacadas se incluyen las de eximir de
responsabilidad penal (art. 9), atenuar la
eventual sanción (art. 8), es requisito
indispensable para acceder a un acuerdo de
colaboración eficaz (art. 18), y es condición
para resultar oferente hábil en ciertas
contrataciones con el Estado Nacional (art.
24)[6].

A esta instancia del análisis y dado el escaso
tiempo transcurrido desde la sanción de la ley
y en razón de la innovación jurídica que plantea,

se hace preciso indagar acerca de los alcances
y significancia otorgados al Programa de
Integridad.

Desde un punto de vista conceptual, debemos
entender al mismo como una práctica de buen
gobierno corporativo cuya pretensión esencial
es evitar el ejercicio de una gobernanza
empresar ia l  imper fec ta  que  resu l ta
consecuencia de deficiencias o debilidades de
supervisión, las que finalmente redundan en
la tolerancia directa o indirecta de los órganos
de la persona jurídica hacia los delitos de
corrupción enumerados en la norma.

Para evitar incurrir en tales deficiencias de
supervisión, las entidades implementan un
conjunto de estructuras organizativas que
estando sistemáticamente organizadas, han
sido diseñadas con el cometido de asegurar
el cumplimiento de la ley en todas las
actividades empresariales y el espectro de
interacciones de negocios que celebran con
el sector público.

Bajo este criterio, el Programa atiende a un
objetivo primario de prevención, es decir, evitar
el cometimiento de ilícitos o conductas
infractoras de la ley por parte de sujetos
dependientes o relacionados con la entidad,
por los cuales ésta podría verse inculpada.

Mientras que en segundo término, en
situaciones en que los i l ícitos fueran
igualmente cometidos, le permite a la entidad
disponer de recursos destinados a lograr una
identificación más oportuna acerca de los
autores materiales involucrados, para luego
ser comunicados ante las autoridades de
aplicación, en lo que se reconoce como una
instancia de colaboración conjunta entre el
derecho público y la autorregulación privada
(Bonzón Rafart, 2016, citado en Yebra, 2018,
p. 2)[7].

III- Las Implicancias de un
Programa de Integridad
“Adecuado”
Durante el año 2018, la Oficina Anticorrupción
emitió los denominados Lineamientos de
integridad para el mejor cumplimiento de lo
dispuesto por los artículos 22 y 23 de la ley
27.401 (2018)[8].

El objetivo del documento es brindar una guía
técnica destinada a las empresas, las
organizaciones de la sociedad civil, las



agencias estatales, los operadores de la justicia
y la comunidad profesional experta, que les
permita contar con un soporte y orientaciones
precisas para el diseño e implementación de
Programas de Integridad que resulten
adecuados a la nueva ley.

Entre las características más enfatizadas en
el texto de los lineamientos se encuentran
enumeradas las de singularidad de los
programas, su proporcionalidad en relación a
la capacidad económica que ostenta la entidad
y el sector en el que opera, así como un diseño
que resulta consecuencia de un proceso de
evaluación de riesgos de corrupción realizado
por la organización con motivo de su
adecuación a la norma.

Respecto a los elementos que deberían
contener los programas a diseñar, el texto
legal diferencia entre componentes obligatorios
y aquellos que califica como optativos.
La redacción de un Código de Ética, o la
definición de políticas y procedimientos de
integr idad;  un conjunto de reglas  y
procedimientos para prevenir ilícitos en las
compras y contrataciones y otras interacciones
con el sector público; y capacitaciones
periódicas acerca de los contenidos del
P r o g r a m a  d i r i g i d a s  a  d i r e c t o r e s ,
administradores y empleados, se definen como
elementos mínimos legales que deberían estar
presentes en todo Programa de Integridad
diseñado para cumplir con el mandato legal
(art.  23)[9].

Mientras que el análisis periódico de riesgos,
el apoyo inequívoco y visible de la alta
administración de la entidad, y el monitoreo y
evaluación continua de su funcionamiento
aparecen nominados como elementos
opcionales, aunque de verificarse su ausencia
representarían verdaderas lagunas en el
proceso de consolidación de una auténtica
cultura de integridad empresarial. Aunque los
lineamientos redactados por la Oficina
Anticorrupción (2018)[10] reconocen que la
acreditación acerca de la  existencia de un
Programa y su adecuación a la norma son,
dentro del proceso penal, cuestiones de hecho
y prueba;  en estos tiempos y circunstancias
que nos convocan se hace necesario enunciar
recomendaciones precisas y claras a los
sujetos afectados con el objetivo concreto de
que sus respectivos Programas resulten
diseñados acordes a la ley no sólo desde el
cumplimiento formal, sino además desde una
planificación adecuada como instrumento de
auto vigilancia que posea capacidades
concretas de blindar a la organización y a sus
integrantes de los riesgos de corrupción.

Si consideramos las particularidades que
suelen revestir a los actos de corrupción,
observaremos que las formas de organización
del trabajo que son típicas en las entidades
empresariales, entre ellas las múltiples
asignaciones de responsabi l idades y
delegación de funciones y tareas, generan
dificultades al momento de identificar el
encuadre técnico que el derecho penal requiere
para atribuir responsabilidad al ente. Mientras
que el entramado de operaciones y redes de
relaciones de las que suelen servirse los sujetos
a los fines de perpetrar los ilícitos de corrupción
prev is tos  en la  norma d i f icu l tan su
ident i f icación,  faci l i tan su omisión u
ocultamiento,  y  generan al teraciones
signif icativas respecto a los patrones
tradicionales de autoría que se advierten en
los delitos comunes.

Siendo en este sentido cuando cobra especial
vigencia el concepto actualizado de la
contabilidad esgrimido por García Casella
(2007), cuando señala que “la Contabilidad se
ocupa de explicar y normar las tareas de
descripción, principalmente cuantitativa, de
la existencia y circulación de objetos, hechos
y personas diversas de cada ente u organismo
social y de la proyección de los mismos en
v i s t a  a l  c u m p l i m i e n t o  d e  m e t a s
organizacionales a través de sistemas basados
en un conjunto de supuestos básicos y
adecuados a cada situación” (p. 4) [11].

Y donde a estos fines, el aporte de la
contabilidad para llevar libros y registros, no
sólo permite cumplir con la legalidad sino que
asume una importancia estratégica; siendo a
través del diseño de controles sobre la
generación de información financiera, e
integrándolos a los procesos y actividades
operativas de la entidad, la mejor forma de
materializar en el plano del desempeño la
implementación de una política anticorrupción
clara y categórica.

Un Programa de Integridad cuya existencia y
efectividad pueda ser probada ante una
instancia judicial requiere del diseño de un
sistema de controles preventivos y de detección
oportuna: descripciones de tareas y funciones,
controles de acceso a sistemas de información,
autorizaciones múltiples, conservación y
seguimiento de la ejecución de contratos,
exámenes y conciliaciones de cobros y pagos,
análisis de la composición de los gastos,
divulgación pública de las contribuciones
filantrópicas y patrocinios, análisis de la
oportunidad de las erogaciones efectuadas,
por sólo mencionar algunos ejemplos
esenciales. De acuerdo a Naciones Unidas



(2013)[12], las empresas no sólo deben procurar
mantener continuamente un ambiente de
trabajo acorde con sus valores éticos, sino que
además se debe establecer y mantener un
sistema de controles internos orientados a
prevenir y desincentivar los riesgos de
corrupción en todas las etapas y circuitos de
negocios.

IV- Conclusiones Finales
Como puede deducirse de los párrafos
expuestos, nuestro país con la sanción de la
ley 27.401 replica una tendencia estratégica
global que se viene cristalizando desde hace
algunos años con el objetivo de combatir la
corrupción: la persecución de determinados
delitos que son perpetrados mediante la
existencia de estructuras societarias; y una
instancia de fomento a la colaboración entre
el sector público y el privado respecto de la
prevención, como en la investigación de los
ilícitos.

Esta postura mundial  se basa en el
entendimiento de la dimensión del problema
y de su necesidad de erradicación. Según la
UNODC (Oficina de las Naciones Unidas contra
la Droga y el Delito) “existe un consenso
internacional en entender que la corrupción
es una amenaza para el Estado y el desarrollo
sostenible en todas las sociedades del mundo”
(2017, p.5)[13]. Mientras que también es de
consenso la insuficiencia de los esfuerzos
aislados, y la necesidad de contar con
compromisos y acciones conjuntas en las que
participen el sector privado, la sociedad civil
y los gobiernos.

Por su parte, la OCDE (2019)[14] en su último
estudio realizado sobre la integridad en
Argentina, también destaca la idea de sinergia
entre actores y niveles de jurisdicciones
políticas para materializar una respuesta
sistemática a la corrupción, y que resulte
coherente a la definición de una Estrategia
Nacional de Integridad.

En lo que respecta a las organizaciones
empresariales del sector privado, las insta a
asumir el compromiso y a promover la
integridad en el desempeño de sus actividades
comerciales mediante la implantación y
mantenimiento de programas de integridad
(OCDE, 2019)[15].

La ley de Responsabilidad Penal 27.401
incorpora como nuevo instrumento de

prevención y gestión  el compliance legal penal,
el que encontrándose efectivo y pudiendo ser
probado ante los fiscales y jueces, otorgaría
a la entidad cierta protección o blindaje frente
a los riesgos de corrupción que se encuentran
latentes en el conglomerado de operaciones
de negocios que realizan con el sector público.

Dada la reciente innovación legal y la escasez
de antecedentes jurisprudenciales de su
interpretación, los interrogantes que subyacen
en este artículo se orientan a identificar las
mejores aportaciones que desde nuestra
expertise profesional podemos otorgar a la
construcción de una cultura de integridad
empresarial.

Como se ha visto, un Programa de Integridad
tanto en una instancia de defensa, como a los
e f e c t o s  d e  v i a b i l i z a r  s u  e f e c t i v o
funcionamiento, requiere indispensablemente
de una contabilidad que resulte funcional a su
propósito. Como disciplina que explica y
describe la existencia y circulación de objetos,
hechos y personas en un contexto vinculante,
reconociendo el entramado de riesgos que se
encuentran presentes en el ambiente, y
contando con procedimientos de control que
estando in tegrados  a  los  c ic los  de
transacciones, actúen como alertas o barreras
dificultando la comisión de los ilícitos.

Como partícipes activos en este panorama
empresarial sometido a permanentes cambios
y  e v o l u c i ó n ,  d e b e m o s  p r o c u r a r
recomendaciones eficaces y claras a las
organizaciones que les permitan materializar
las transformaciones que el entorno les
requiere.

Con el objetivo de abordar esta nueva área de
incumbencia profesional, desde la Federación
de Consejos Profesionales en Ciencias
E c o n ó m i c a s  ( F A C P C E )  f u e  c r e a d a
recientemente la Comisión Asesora de
Direcc ión Corporat iva ,  Compl iance y
Transparencia, la que se encuentra integrada
por representantes de cada uno de los Consejos
Profesionales de las provincias. Siendo su
fundamental propósito el de abordar mediante
actividades de investigación el desarrollo de
un marco conceptual, un marco técnico para
el ejercicio de la incumbencia, el diseño de
salvaguardas para la vinculación con clientes
involucrados en actos de corrupción, y el
desarrollo de modelos de programas de
compliance y códigos  éticos (FACPCE,
2019)[16].



Introducción
Con el dictado de la Resolución N° 25/16 del
Consejo Superior del CPCE de Santa Fe se
aprobó la adopción de la RTSP N° 3 de la
FACPCE referida a Presentación de Estados
Contables (EECC) dentro de su ámbito territorial,
con el objeto de facilitar y permitir la
comparabil idad de EECC de ejercicios
anteriores y de otros entes así como “garantizar
la homogeneidad en su presentación y
exposición”. Para su diseño se han considerado
como antecedentes, entre otros, las Normas
Internacionales de Contabilidad para el Sector
Público N° 1 (NICSP 1) “Presentación de
Estados Financieros” y la NICSP N° 2 “Estado
de Flujo de Efectivo” del IPSASB[i] de la IFAC.

La Junta de Gobierno de la Federación de
Consejos Profesionales de Ciencias Económicas
recomienda a todos los Consejos Profesionales
su adopción en su jurisdicción, la realización
de esfuerzos necesarios para que los órganos
rectores  en  mater ia  contab le  de  la
administración pública apliquen esta RTSP N°
3 en aquellas situaciones que no estuviesen
contempladas expresamente por normas
legales que regulan la materia y la utilicen
como principal marco de referencia para
realizar propuestas de modificación a las
normas legales regulatorias de la información
contable que elabora la administración pública
(art 2 RTSP N° 3).

Estados contables

Los EECC desarrollados en la RTSP N° 3 son:
el Estado de Situación Patrimonial, el Estado
de Resultados, el Estado de Evolución del
Patrimonio Neto y el Estado de Flujo de Efectivo.

Las Notas a los Estados Contables son parte
in tegrante  de  los  mismos (P to .1 .1 ) .

Condiciones generales. Alcance.
Responsabilidad en la emisión de
EECC.

La Recomendación establece condiciones
generales (Pto.4) para la presentación de los
EECC, contenidos mínimos y estructura. Su
alcance (Pto.2) es para los EECC que se
preparen para terceros por parte de los entes
de la Administración Pública, no aplicándose
a las entidades públicas organizadas bajo la
forma de empresa. Se destaca que la
responsabilidad por su elaboración debe ser
de un Contador Público, así como  de  su
emisión, la máxima autoridad del ente (Pto.
3).

Dentro de las consideraciones generales se
refiere a su presentación razonable (4.1), al
principio de gestión continua (4.2), a la
importancia relativa y agrupación de datos
(4.3), al criterio de lo devengado (4.4), a la
uniformidad (4.5) y oportunidad (4.9) en la
presentación, a la información comparativa
(4.6), a la identificación (4.7) y al período a
informar (4.8). Sobre la identificación debe
contener el nombre del Ente, los cambios en
la denominación desde la fecha anterior de
presentación; fecha y período de presentación,
unidad de medida, grado de redondeo
practicado, autoridad del Ente y contador
público interviniente.

Estado de Situación Patrimonial

Tiene como objetivo (Pto. 5.1) exponer los



bienes y derechos con que cuenta la
Administración Pública para hacer frente a los
servicios que brindará a la comunidad y sus
obligaciones. Clasifica como activos corrientes
a aquellos que cumplan alguno de los
siguientes requisitos: al efectivo u otro medio
equivalente cuya utilización no esté restringida,
que se use para cancelar un pasivo dentro de
los doce meses siguientes a la fecha de cierre
de ejercicio; se espera convertir en efectivo o
equivalente o vender o consumir en el ejercicio
siguiente; bienes consumibles y derechos que
evitarán erogaciones en los doce meses
siguientes al cierre que no impliquen una futura
apropiación de activos inmovilizados; bienes
de cambio cuya realización se prevé en el
mismo plazo o los que por disposiciones se
destinen a cancelar pasivos corrientes (Pto.
5.2.2). El resto son clasificados como activos
no corrientes. Los rubros a presentar,
ordenados según su grado decreciente de
liquidez son: el efectivo y equivalentes de
efectivo, inversiones, créditos, bienes de
cambio  y  consumo,  b ienes  de  uso ,
part ic ipaciones en empresas,  act ivos
intangibles, bienes del patrimonio histórico,
artístico y/o cultural, bienes de dominio público
y otros activos (Ptos. 5.2.4.1 a 5.2.4.10).

Los pasivos se clasificarán como corrientes
cuando se mantengan fundamentalmente para
negociación, se liquiden dentro del periodo de
doce meses desde la fecha de presentación o
la entidad no tenga derecho incondicional para
aplazar su cancelación durante por lo menos
doce meses siguientes a dicha fecha (Pto.
5.2.5). Sus rubros (Pto. 5.2.7) se expondrán
según el grado decreciente de exigibilidad,
tales como las deudas operativas, retenciones,
el endeudamiento público, los recursos con
afectación específica pendientes de aplicación,
los fondos de terceros y en garantía, las
previsiones, los efectos de hechos posteriores
al cierre de los EECC, así como otros pasivos.
Los demás pasivos se clasificarán como no
corrientes.

El patrimonio neto es considerado como el
valor residual entre activos y pasivos (Pto.
5.2.8).

Estado de Resultados

Su finalidad es exponer el resultado de la
gestión del ente. Deben reconocerse e incluirse
todos los recursos y gastos devengados en un
per íodo,  inc luso los cambios en las
estimaciones contables (Pto. 6.1). Partidas
mínimas a incluirse (Pto. 6.2): recursos, gastos,

resultados reconocidos en la disposición de
act ivos o l iquidación de pasivos por
operaciones en discontinuación y el déficit o
superávit obtenido. Deben exponerse las
operaciones ordinarias y extraordinarias por
separado así como las partidas de recursos y
gastos materiales (de importancia relativa).

Deben desagregarse las variaciones del valor
de los activos no derivados de revalúos; la
reestructuración de las actividades del Ente y
la reversión de provisiones para hacerles frente
a éstas últimas, el resultado de venta de bienes
de uso u otros activos no corrientes, el
resultado de privatizaciones u otros actos de
disposición, los derivados de operaciones
discontinuadas y por resolución de litigios, y
otras reversiones de previsiones.

Estado de Evolución del
Patrimonio Neto

Expone el patrimonio neto al inicio y al cierre
del período y las causas de sus variaciones,
debiendo mostrar el patrimonio institucional
inicial mas los aportes específicos recibidos
o entregados, las reservas o fondos específicos,
el efecto de los cambios en las políticas
contables como de la corrección de errores,
el saldo de los resultados acumulados al inicio
y cierre del período y sus cambios y una
conciliación entre los componentes del
patrimonio neto entre el importe en libros de
cada componente al inicio y al final del periodo,
informando los cambios por separado (Pto.7.1).

Dentro de cada rubro deben exponerse los
saldos iniciales y finales y las variaciones del
período. Sus rubros son: el Patrimonio
Institucional Inicial y Actual; Resultados
Acumulados: Fondo Específico y/o Reserva y
Resultados No Asignados (Pto. 7.2). Las
modificaciones a los resultados de ejercicios
anteriores (Pto. 7.3) pueden surgir de
correcciones de errores o de la aplicación
normas de medición contable distintas,
debiendo corregirse al inicio del período
exponiendo las razones del cambio y sus
efectos en la información presentada, no
debiendo considerarse los casos referidos a
nuevos elementos de juicio ni a cambios en
las condiciones preexistentes o por situaciones
diferentes de lo acaecido anteriormente. En
información complementaria se describirá la
modificación con sus efectos referenciándola
en el EEPN.



Estado de Flujo de Efectivo
Su objetivo es informar sobre los flujos de
efectivo a los usuarios de los EECC para evaluar
la capacidad de la entidad para generar efectivo
y equivalentes de efectivo y sus necesidades
para utilizarlos. Deben clasificarse por
actividades de operación, inversión y
financiación (Pto. 8.1).

Corresponde la aplicación del método directo
presentando por separado las principales
categorías de cobros y pagos en términos
brutos. Asimismo se deberá presentar una
concil iación entre el resultado de las
actividades ordinarias determinadas en el ER
y el flujo de efectivo neto de las actividades
de operación, la cual puede ser parte del Estado
o presentarse en notas a los EECC (Pto.8.2).

El efectivo y los equivalentes de efectivo
incluyen la existencia de dinero en caja y
depósitos bancarios a la vista, así como las
inversiones de corto plazo de gran liquidez
tenidas para hacer frente a compromisos de
corto plazo. Dentro de las actividades de
operación (Pto.8.4.1) se mencionan: los cobros
de impuestos, contribuciones, tasas y multas;
cargos por bienes y servicios suministrados
por la entidad; subvenciones u otras
asignaciones presupuestarias; regalías o
derechos de propiedad intelectual, pagos a
otras entidades para financiar sus operaciones
sin incluir los préstamos, pagos a proveedores,
empleados, etc. En las actividades de inversión
(Pto. 8.4.2.) se incluyen las adquisiciones y
disposiciones de activos a largo plazo y otras
no consideradas equivalentes de efectivo, salvo
con fines de actividad habitual, pagos por la
adquisición de bienes de uso, intangibles y
otros activos a largo plazo, cobros por ventas
de inversiones, pagos por adquisiciones y
cobros por ventas y reembolso de instrumentos
de pasivos o de capital emitidos por otros
entes, etc. Como actividades de financiación
(Pto. 8.4.3): las que alteran la magnitud y
composición del patrimonio institucional y
endeudamiento del ente. Comprenden los
cobros de emisiones de obligaciones,
préstamos, bonos y otros fondos tomados en
préstamos y sus reembolsos, los pagos
realizados por el arrendatario para reducir
deudas procedentes de arrendamientos
financieros, etc.

Se describen aspectos específicos vinculados
con los flujos de efectivo en términos netos,
en moneda extranjera, partidas extraordinarias
e intereses y dividendos (Ptos 8.5.1 a 8.5.4).
Por último se deben exponer todos los
componentes del efectivo y equivalentes de
efectivo y presentar una conciliación de los
saldos con las partidas equivalentes en el ESP
(Pto. 8.5.5).

Notas
Su ob je t i vo  es  b r indar  in fo rmac ión
complementaria y/o aclaratoria para la

comprensión de los EECC, pudiendo estar
acompañadas de anexos y cuadros (Pto. 9.1).
Como mínimo deben abarcar las bases para
la preparación de los EECC, la información
requerida por la RTSP que no se presenta en
ninguno de los estados, información adicional
relevante, pasivos contingentes, restricciones
al dominio, financiamiento obtenido y no
utilizado, restricciones a la utilización de
disponibilidades, información necesaria para
evaluar la gestión y activos dados o recibidos
en concesión (Pto. 9.2). Deben practicarse de
forma sistemática y relacionarse cada partida
de los cuatro estados con la información
contenida en notas.

Finalmente deben contener información sobre
políticas contables (Pto. 9.3), evolución del
pasivo (Pto. 9.4.), al EFE (Pto.9.5), supuestos
clave para la estimación de la incertidumbre
y otros como descripción de la naturaleza de
las operaciones de la entidad y principales
actividades, referencia a la legislación que
rige las operaciones de la entidad y duración
de la vida de una entidad, en caso de ser
limitada (Pto. 9.6.).

La norma incorpora cuatro anexos con guías
de estructura de presentación de los cuatro
estados contables.

Conclusión
A dos años del dictado de esta Recomendación
Técnica se espera que su contenido sea
incorporado en las normativas de elaboración
de estados contables de la administración
pública provincial y sus municipios, a través
de sus órganos rectores de contabilidad. Si
bien no constituye una norma legal de
aplicación obligatoria para las mismas, su
implementación brindaría un valioso aporte en
materia de exposición contable en pos de
alcanzar la armonización con las normas
internacionales de contabilidad del sector
público y su comparabilidad con los estados
contables emitidos dentro de las cuentas de
inversión de otras jurisdicciones así como dotar
en consecuencia de una mayor transparencia
a la información pública.



La real idad socioeconómica que nos
encontramos transitando en nuestro país, sin
lugar a dudas, es muy compleja. Ello nos
requiere, que como profesionales de las
ciencias económicas, nos encontremos atentos
al contexto en el cual vivimos. Más allá de las
labores cotidianas, que cada día son más
exigentes para nuestra profesión, debemos
mirar el horizonte y tener distintos “escenarios
base” en donde poder situarnos, de cara a lo
que serán los próximos años en nuestro país.

En materia macroeconómica, los retos que
enfrenta nuestro país a futuro son muchos y
variados, y en un año electoral, la volatilidad
de las variables económicas se hace evidente,
presentado un panorama distinto de acuerdo
a que fuerza política se imponga en las
próximas elecciones.

En el horizonte, acomodar lo financiero
para levantar lo real. Será fundamental para
el próximo presidente tener credibilidad
externa, ya que nuestro país accedió a un
esquema de financiamiento externo, y en este
contexto, la variable “riesgo país” es un
indicador que debe monitorearse muy de cerca,
ya que ello impacta en la tasa de interés que
paga nuestro país, esto es el diferencial por
encima de la tasa libre de riesgo, y en dicho
esquema de financiamiento externo es muy
importante a la hora de sentarse a renegociar
los plazos para el pago de los compromisos
asumidos. Sea quien sea el próximo presidente
elegido a través de elecciones, debe sentarse
en la mesa de negociaciones con el Fondo
Monetario Internacional para delinear un
esquema temporal de pagos que le permita a
nuestro país ordenar los flujos en orden a
cumplimentar el citado deber. De lo contrario,
queda le emisión monetaria como esquema
de financiamiento, lo cual si usa en forma
d e s m e d i d a ,  p u e d e  g e n e r a r  g r a v e s
desequilibrios monetarios, presentando un
excedente de pesos en la economía. Es por
ello, que un esquema de certidumbre, o
direccionamiento de cuáles serán las próximas

políticas puede generar un efecto confianza
que favorezca la credibilidad de nuestro país.
Trascender las barreras que nos separan como
sociedad y acordar, por lo menos, ciertas
premisas básicas para el futuro puede ser un
punto de inflexión para nuestro país, ya que
sería un faro de consensos y esto impactaría
directamente en la confianza, lo que
seguramente se vería reflejado en una baja
del riesgo país, permitiendo a nuestro país en
el caso de necesitar, acceder al mercado de
financiamiento a un costo más barato.

Una vez solucionado el problema de flujos, o
acompañando dicho proceso, vendrá la hora
en la cual el Banco Central continúe en un
proceso de baja de la tasa de política
monetaria, para reactivar el circuito de crédito
hacia el sector privado, generando una
recuperación de la economía real. Una tasa
real positiva por mucho tiempo “enfría” la
economía, por lo cual,  es importante
acompañar este proceso de tendencia a la baja
monitoreando que la inflación núcleo continúe
con una tendencia también a la baja.

Que no se atrase, ni devaluación abrupta
¿Entonces?.  Especial atención merece el tipo
de cambio real. Este indicador, que muchas
veces se utiliza para medir la competitividad
de nuestro país, tuvo un salto conocido por
todos nosotros, el año pasado, con una
devaluación muy importante de nuestra
moneda. Sin embargo, en años electorales es
común que dicha variable quede “frenada”,
no siguiendo el ritmo de la inflación, lo cual
distorsiona su precio de equilibrio. En este
sentido, se han probado muchos esquemas en
la historia argentina de administración del tipo
de cambio, sin embargo, actualmente al dejarlo
librado a una flotación entre bandas, es el
Banco Central quien tiene que tener el poder
de fuego para intervenir en el mercado
cambiario, cuando la divisa suba o baje,
vendiendo o comprando respectivamente. En
este esquema, es importante que no se atrase
para no afectar a los sectores productivos ni



que se produzca una devaluación abrupta, con
el consiguiente impacto en el salario real que
esto produce, a través del “pass through”, esto
es, que porcentaje de dicha devaluación se
traslada a previos.

Atentos al contexto. Los profesionales en
ciencias económicas, entonces, tenemos
múltiples desafíos. Más allá de cumplir
nuestras tareas diarias, realidad que se hace
cada vez más compleja, debemos entender
que nos encontramos transitando en nuestro
país un proceso de reacomodamiento de
variables macroeconómicas, en un año
electoral, lo cual marca un proceso que no es
para nada sencillo, sino que por el contrario,
sumamente volátil. En este sentido, debemos
tener una mirada crítica de manera de leer
entre líneas la realidad, siempre teniendo la
certeza que tenemos un rol muy importante

en la coyuntura actual. Somos generadores de
valor a través de las múltiples labores que
diariamente hacemos, y ello conlleva un
proceso de adaptabilidad muy pronunciado,
ya que cada día nos encontramos con nuevas
demandas, las cuales debemos satisfacer de
manera profesional, y ello no es para nada
fácil en un marco donde la tecnología y la
normativa cambian a una velocidad drástica.
Es por ello, que para concluir, los profesionales
en ciencias económicas además de las diversas
tareas que atendemos a diario, debemos poner
luz, a través de un análisis del contexto, estos
temas que marcan la agenda política y
económica de los próximos años.









Desafíos del envejecimiento
poblacional

El progresivo aumento de la longevidad de la
vida humana, y el consecuente envejecimiento
poblacional del mundo, sin precedentes en la
historia de la humanidad, es una “revolución
social silenciosa”, que se ha constituído en
una de las características definitorias del siglo
XXI. Esa situación está ayudando a percibir
que la etapa de la vejez, es una parte del ciclo
vital de la persona, abriendo caminos para la
defensa del envejecimiento saludable y activo
y alejando la idea de tratar a la vejez como
una “tercera edad”

El resultado evidente de este fenómeno
demográfico, que surge del envejecimiento de
la población,  es la generación de un aumento
i m p o r t a n t e  d e  l a  c o e x i s t e n c i a
multigeneracional, cuyas relaciones se
encuentran condicionadas por sus contextos,
historias y culturas. Ese envejecimiento
poblacional, cuya secuela inmediata es la
convivencia simultánea de personas de 4 o 5
 generaciones, acarrea cambios sociales entre
esas generaciones, que se evidencian en la
pérdida de los espacios para vincularse, como
consecuencia de la acelerada dinámica de las
sociedades modernas, centradas en la
producción y en el desarrollo acelerado de los
avances de las TIC (tecnologias de la
información y la comunicaciones)

Ello genera el distanciamiento y la separación
entre  los  d iversos  grupos de edad,
circunstancia que se complejiza por la
existencia de mitos y estereotipos construidos
por los diferentes grupos etáreos, tales como
considerar a los Adultos Mayores, muy
injustamente, la “clase pasiva” o aplicarles el
“v ie j ismo”,  o  sea la  d iscr iminación,
segregación y descarte de las personas por
su edad, razón que es más fuerte que la que
discrimina a las personas por razones de raza,
sexo y/o religión. Esa es una de las principales
preocupaciones de la política social, de los
servicios sociales y  de la salud, actuales, que,
b u s c a n  g e n e r a r  p r o g r a m a s  d e
intergeneracionalidad  para coadyuvar a la
convivencia que promueva la integración entre
las generaciones, tanto en el seno de la familia,
como en las organizaciones sociales y
profesionales y de la sociedad en general.

Cultura para lograr una “sociedad
para todas las edades”

Todas las generaciones nos necesitamos,
mutuamente, para mejorar nuestro bienestar
y desarrollo. Para ello es imprescindible
desarrollar una cultura de integración social,
promoviendo reales espacios de intercambio
intergeneracional, a  fin de aprovechar las
v ivencias  de las  personas mayores ,
fortaleciendo su participación y su compromiso
social, con el objetivo de lograr una “sociedad
para  t odas  l as  edades” ,  donde  e l
envejecimiento y la vejez, sean considerados,
por todos los grupos etáreos, como símbolo
de experiencia y sabiduría, para lograr el
fortalecimiento de la solidaridad y el apoyo
mutuo entre las generaciones.

Pero también es real, que en julio de 2019,
cuando escribimos esto, NO existen suficientes
programas ni oportunidades para que las
personas mayores, los jóvenes y los adultos
jóvenes, puedan llevar a cabo esos proyectos
conjuntos,  por lo que es urgente gestionar
que las políticas de los organismo y entidades
sociales, profesionales y productivas, públicas
y privadas,  contengan elementos orientados
a apoyar iniciativas de fortalecimiento de las
relaciones de solidaridad intergeneracional de
todo tipo.

La respuesta a esta demanda, se enmarca en
la promoción de programas que fomentan el
envejecimiento activo, concepto que incluye
la intergeneracionalidad como uno de sus
principios básicos, que no sólo se reduce a la
interacción entre personas de diversas
generaciones dentro del ciclo vital, sino que
buscan que se concreten el cruce de relaciones
solidarias entre todas las generaciones. Para
ello, la solidaridad intergeneracional, ha de
asumirse fuera de la connotación asistencial
que tradicionalmente la ha acompañado, para
ser considerada en el marco de los principios
de reciprocidad y equidad y en términos de
responsabilidad familiar, profesional y social,
lo que, desde un enfoque de derechos, compete
a todos como deber ciudadano, entendiendo
que la sociedad en su conjunto debe implicarse
en la meta de envejecer con éxito, permitiendo
a las diversas generaciones, efectuar
“inversiones” recíprocas y compartir los frutos
de esas “inversiones”.



Multigeneracionalidad,
intergeneracionalidad y sinergia
intergenenracional

El término multigeneracional apunta a un tipo
de interacción de carácter amplio que implica
compartir actividades o características entre
las generaciones, pero no necesariamente
supone una interacción ni una influencia entre
ellas

En la búsqueda de un necesario equilibrio y
desarrollo social, nunca fue, ni nunca será
positiva la ruptura entre las generaciones, por
lo que el desarrollo de fructíferas relaciones
intergeneracionales,  sean de consenso, de
cooperación y hasta de conflicto, permitan
armonizar el envejecimiento de la población
con el desarrollo socioeconómico constante,
que hace necesario la (inter) dependencia de
la población, en la aceptación del hecho de
que todos dependemos de lo que todos
contribuimos.

E s  n e c e s a r i o  r e s a l t a r  q u e  l a
intergeneracionalidad,  no se da por el solo
hecho de la convivencia entre grupos de
individuos de diferentes edades ,que, en este
caso,  hace que los jóvenes, los adultos y los
adultos mayores estén juntos. En la búsqueda
de la intergenercionaliad, lo importante es que
todos busquen arriesgar, hacer y hacerse
juntos,  de tal manera que la acción de hacer,
 vaya más allá de la mera interacción y pase
a la relación creciente y profunda entre las
generaciones para cimentar juntos una
sociedad nueva.

Se trata entonces de considerar que la
interelación entre las generaciones, que
requiere de un proceso de adaptación de cada
una así como de apoyo mutuo (simbiosis) entre
ellas,  y el ajuste y perfeccionamiento en su
articulación, genere aportes al desarrollo de

las estructuras sociales y económicas, mayores
y más significativos que la suma de las
aportaciones de cada generación.

Ello favorece la producción de la « sinergia
intergeneracional”  cuyo resultado asegura la
posibilidad de evitar el aislamiento social y la
soledad, e incrementa las posibilidades de un
envejecimiento activo, productivo y el
mejoramiento de la cal idad de v ida.

Necesidad de programas
intergeneracionales para lograr
una profesión para todas
las edades

La estrategia de promoción de estas relaciones,
se ha orientado a la generación de programas
intergeneracionales, desarrollando estrategias
para promover y mantener la cohesión y la
solidaridad entre entre jóvenes, adultos jóvenes
 y adultos mayores, para que compartan
habilidades, conocimientos y experiencias
mutuas.

Por ello, es necesario hacer una revisión al
sistema de participación que caracteriza a la
 sociedad moderna, excesivamente mediatizado
por la participación en la vida económica, y
basado principalmente en las relaciones
profesionales, en donde los adultos mayores
puedan seguir aportando sus conocimientos y
sus valores, al desarrollo técnico e institucional
de cada una de las actividades y profesiones,
 con el acompañamiento, la orientación a partir
de la experiencia vivida o del ejercicio
profesional desempeñado.

Ello requiere mayor desarrollo de iniciativas
sociales, de movimientos asociativos y de
dinamización institucional, en los que los
mayores puedan seguir  par t ic ipando
activamente en la construcción de la sociedad.









XIII Jornadas Nacionales de
Profesionales en Ciencias
Económicas del Sector Público

Los días 12, 13 y 14  de junio de 2019 se
realizaron las XIII Jornadas Nacionales de
Profesionales en Ciencias Económicas del

Sector Público en la ciudad de Corrientes, bajo
el lema “El desafío de la transparencia en el
Estado”. Colegas de nuestra provincia y de
todo el país, entre los que se encontraban
miembros de la comisión, participaron y
presentaron sus trabajos, entre el los:
“Recomendación Técnica del Sector Publico
Nº 3. Aportes para su implementación en la
emisión de estados contables de la Cuenta de



Inversión de la provincia de Santa Fe” y
“Competencias Laborales del Profesional en
Ciencias Económicas para una administración
Pública eficiente y transparente”.

Otros profesionales desarrollaron temas que
generaron interesantes debates, como control
de la cuenta de inversión, el desafío del ajuste
por inflación, contribución del Consejo
Profesional al conocimiento de la cuenta
general del ejercicio, tratamiento de los
remanentes presupuestarios, análisis de
eficiencia del módulo de pagos del sistema de

cuenta única del tesoro.
También hubo disertaciones a cargo de
invitados especiales sobre: historia política,
sus efectos en la economía y control social;
contabilidad gubernamental; transparencia
fiscal y derechos de los contribuyentes; cultura
política y organizacional y posibilidades de
cambio en la gestión pública y dos paneles
sobre el control tanto externo como interno de
la hacienda pública.

Los esperamos.



Como resultando de las actividades
realizadas en el primer semestre del
corriente año, el balance es positivo de
acuerdo a los objetivos que nos planteamos
como Comisión.
Si tenemos en cuenta  los requerimientos de
los jóvenes graduados y estudiantes avanzados,
quiénes expresaron sus intereses a través de
una encuesta que realizamos a comienzo de
año, estamos encaminados en el cumplimiento
de nuestras metas.
 Entre las actividades realizadas hasta la fecha,
destacamos las siguientes:

Jornada de inicio de año: “Neurociencias
aplicadas a las Ciencias Económicas”, dónde
propusimos una temática novedosa, y de
interés para los jóvenes de las tres carreras
en Ciencias Económicas.

Jornada interdisciplinaria: “Fortalecimiento
a organizaciones de la sociedad civil”,
organizada en conjunto con la Comisión de
Jóvenes Abogados, y la Fundación Hoy por
mañana.

Charlas: “La sucesión en el liderazgo de la
empresa familiar”, “Claves para el éxito en la



Durante el primer semestre de 2019 la
Comisión de Administración realizo las
siguientes  actividades:
Primer Ciclo de cine 2019: El mismo fue
organizado conjuntamente con la Comisión de
Mujeres Profesionales y consistió en cuatro
encuentros cuyo eje común fue la  temática
de recursos humanos y su rol fundamental en
la organización.

08 de abril: Fue proyectada la Película La Ola
en torno a ella debatimos la importancia de
un líder dentro  de la organización y de los
roles de conducción formal e informal dentro
de la estructura.

22 de abril: Fue proyectada la película  Up in
the air en torno a ella se analizó la temática
de  reducción y desvinculación de personal,
nuevos  mode los  de  o rgan izac ión  e
incorporación de la tecnología e impactos que
provoca en la organización.

13 de mayo: Fue proyectada la película de
The company Man en ellas pudimos debatir
en torno a la importancia del factor humano

dentro de la organización y  al trabajo como
factor  d ign i f icante  de l  ser  humano.

27 de mayo: fue proyectada la película
Escritores de la libertad atreves de ella
debatimos acerca del rol de líder dentro de los
grupos de trabajos y los conceptos de empatía,
sol idar idad,  integración como pi lares
esenciales  para quien pretenda llevar adelante
un equipo.

Charla  Abierta Creatividad e Innovación
en las Organizaciones: la misma  se llevó  a
 cabo el lunes 10 de junio y estuvo a cargo del
Licenciado en Marketing Ariel D´Angelo en la
cual se abordaron  nociones básicas para
implementar de modo continuo en las
organizaciones para incentivar la creatividad
y participación de los miembros  para
t raduc i rse  en  procesos  de  mejoras .

Charla Abierta Norma de Procedimientos
para Pymes: La misma se llevó a cabo el lunes
24 de junio y estuvo a cargo de la Contadora
Guadalupe Mendoza en ella se abordó el Rol
del Profesional en Ciencias Económicas al

búsqueda  de  emp leo” ,  “Novedades
imposit ivas”, “Tal ler teórico práctico:
Ganancias y Bienes Personales”, “¿Cómo medir
y mejorar el desempeño laboral?”, esta última
organizada en conjunto con la Comisión de
Jóvenes de la Unión Industrial de Santa Fe.

Además desarrollamos el trabajo de
investigación “La reinvención de la
actuación profesional en el ámbito público”,
participamos en la primera reunión nacional y
zonal de delegados de la Comisión de Jóvenes
de FACPCE, de la Feria de Empleo y Posgrado
organizada por la Universidad Nacional del

Litoral, en el Stand del Colegio de Graduados
en Ciencias Económicas y dimos lugar dentro
de las reuniones semanales, al debate de
diversos temas que nos involucran cómo
jóvenes profesionales.

Como próximos pasos pretendemos seguir
llevando adelante charlas inherentes a las
demandas de los jóvenes profesionales con el
foco en generar nuevos profesionales líderes
y dirigentes institucionales.

Los esperamos todos los martes a las 20 horas
para compartir un espacio de desarrollo
personal y profesional con un grupo energético
de jóvenes líderes.



momento de asesorar a las pequeñas y
medianas empresas  en diversas temáticas
como ser protocolo de familia, la incorporación
de nuevas generaciones, etc.

Charla Abierta Tablero de Comando:  la
misma se llevara a cabo el lunes 22 de junio
y estará a cargo de la Lic Rocio Peña, en ella
se analizará que es la herramienta y como
llevar a cabo su implementación en una
organización.

Organización de las X Jornadas Provinciales
de Administración: desde la Comisión de
Administración nos encontramos trabajando
en la organización de las X Jornadas
Provinciales de Administración las cuales se

llevaran bajo el lema Oportunidades en
momentos de Crisis el día viernes 9 de agosto
del corriente año; para la misma se han invitado
a destacados disertantes de la región para
analizar en conjunto como las organizaciones
pueden   posicionarse para poder crear
oportunidades en momentos inciertos.

Por medio del presente espacio invitamos a
los interesados a participar de las reuniones
de la comisión que se realizar los segundos y
cuarto lunes de cada mes a las 20 horas en la
sede de las instituciones.








